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Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
y 37.b) y 46.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas y
de Azar, aprobado por Decreto 181/87, de 29 de julio.

Tercero. Notificada la anterior Resolución al interesado,
interpone recurso ordinario basado en las siguientes ale-
gaciones:

- Que reconoce su culpa por la instalación de una máqui-
na sin autorización de instalación, pero eso no quita para
que se le aplique el cuadro de sanciones del Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar actualmente vigente.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, de Gobierno y Administración de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, resulta competente para la resolución
del presente recurso ordinario la Excma. Sra. Consejera de
Gobernación y Justicia.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente en su artículo 25 la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 38 de la norma
reglamentaria establece que “cumplidos por la Empresa Ope-
radora los trámites a que se refiere el Título III del presente
Reglamento, podrá instalar la máquina de que se trate en
los locales a que se refiere el presente Título, con cumplimiento
previo de los requisitos y sometimiento a las limitaciones que
se establezcan en el mismo (...)”.

Entre los requisitos referidos se encuentra el de contar
con un boletín de instalación debidamente autorizado, tal y
como se desprende del mismo artículo, el cual continúa dicien-
do que “(...) la Empresa Operadora vendrá obligada a presentar
previamente en la Delegación de Gobernación correspondiente
la solicitud de Boletín de Instalación, en modelo normalizado
(...), que deberá estar firmado por la Empresa Operadora y
titular del establecimiento o sus representantes (...), que (...)
deberá ser autorizado mediante un sellado por la Delegación
de Gobernación, previamente a la instalación de la máquina”,
obteniéndose, pues, la conclusión de la necesidad de disponer
de un boletín de instalación por establecimiento.

I I I

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es mantener la máqui-
na a que se refiere el procedimiento sancionador de referencia
instalada y en funcionamiento careciendo del boletín de ins-
talación para el establecimiento en que se encontraba en explo-
tación, y así se reconoce expresamente por el recurrente en
su escrito de interposición del recurso.

No se combaten los hechos por parte de la entidad
recurrente, que resultaron sobradamente acreditados, sino que
únicamente se alega que debe sancionarse con arreglo al nuevo
Reglamento, que posteriormente ha entrado en vigor. No puede
admitirse que sea aplicable el nuevo Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aun cuando fuera más benévolo para
un caso similar al que nos ocupa, que no lo es, puesto que
la norma aplicable a la infracción cometida es la vigente en
el momento de la comisión de la misma por aplicación del
principio de legalidad que rige en la materia sancionadora.
Además, en el presente caso se ha sancionado por la cuantía
mínima posible, y siempre teniendo en cuenta que la infracción
fue cometida y constatada, resultando por ello sancionable,
sin que sirva para desacreditarla, el que se cuente ya con
el boletín de instalación, porque éste es de fecha posterior
a la denuncia que motivó todo el procedimiento sancionador.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto
181/87, de 29 de julio, y demás normas de general y especial
aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordinario interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, P.D. (Or-
den 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 19 de marzo de 1998.- La Secretaria General
Técnica, Presentación Fernández Morales.

RESOLUCION de 19 de marzo de 1998, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Juan Enrique
Pérez Pascual contra la Resolución que se cita. Expe-
diente sancionador 522/95.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Juan Enrique Pérez Pascual, contra la Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga, por la presente se procede a hacer públi-
ca la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treinta y uno de octubre de
mil novecientos noventa y siete.

Visto el recurso ordinario interpuesto, y en base a los
siguientes
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A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia formulada por
agentes de la autoridad, por la Delegación de Gobernación
correspondiente se incoó expediente sancionador contra el titu-
lar del establecimiento Pihamam, sito en Fuengirola, por per-
manecer abierto al público a las 4,00 horas del día 11 de
agosto de 1995.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el Ilmo. Sr. Delegado dictó Resolución por la que
se le imponía una sanción consistente en multa de 50.001
ptas., por infracción al artículo 81.35 del Reglamento general
de policía de espectáculos públicos y actividades recreativas,
en relación con la Orden de 14 de mayo de 1987, por la
que se fija la hora de cierre de espectáculos y establecimientos
públicos, calificada grave en el artículo 23.ñ) de la Ley sobre
protección de la seguridad ciudadana.

Tercero. Notificada la Resolución, el interesado interpone
recurso ordinario que basa en las siguientes argumentaciones:

- Libertad horaria por el R.D.L. 22/1993.
- La Orden de 1987 es anterior y contraria.
- Existe una doble sanción.

FUNDAMENTO JURIDICO

U N I C O

El artículo 113.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común establece que “el órgano que resuelva el recurso deci-
dirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee
el procedimiento, hayan sido o no alegadas por los intere-
sados”; en este caso, del expediente sancionador no puede
concluirse que se trate de una infracción grave por aplicación
del artículo 23.ñ) de la Ley sobre protección de la seguridad
ciudadana, al no constar la comisión de tres infracciones leves
en el plazo de un año, por lo que la infracción debe calificarse
como leve de acuerdo con el 26.e) del mismo texto legal.

Ello nos lleva a la estimación del recurso por prescripción
de la infracción porque desde la fecha de notificación de la
providencia de incoación del expediente (18 de septiembre)
hasta la resolución (9 de mayo) no hay ninguna actividad
administrativa, habiendo transcurrido con creces los tres meses
previstos para la prescripción de las infracciones leves en el
artículo 27 de la Ley sobre protección de la seguridad
ciudadana.

Vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre
protección de la seguridad ciudadana, el Real Decre-
to 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Regla-
mento de policía de espectáculos públicos y actividades recrea-
tivas, Orden de 14 de mayo de 1987, por la que se determinan
los horarios de cierre de espectáculos y establecimientos públi-
cos, así como las demás normas de especial y general apli-
cación, resuelvo estimar el recurso interpuesto, revocando la
Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo, de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-

nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, P.D. (Or-
den 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 19 de marzo de 1998.- La Secretaria General
Técnica, Presentación Fernández Morales.

RESOLUCION de 19 de marzo de 1998, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Bernard Marieux,
contra la Resolución que se cita. Expediente sancio-
nador MA/680/95/EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Bernard Marieux, contra la Resolución de
la Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Málaga, por la pre-
sente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a cuatro de noviembre de mil
novecientos noventa y siete.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 18 de agosto de 1995 por la Policía
Local de Marbella fue formulada denuncia contra don Bernard
Mahieux por encontrarse el establecimiento denominado “The
New Daysi’s”, sito en Cabo Pino, local C-11, de Marbella
(Málaga), abierto al público constatando la presencia de los
menores don Nicolás Hen Bert, doña Ahine Mura y don Clive
Maluire, todos nacidos en el año 1979, a los cuales se les
expedía bebidas alcohólicas.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el día 3 de mayo de 1996 fue dictada la Resolución
que ahora se recurre, por la que se impuso sanción consistente
en tres multas de cincuenta mil pesetas, lo que hace un total
de ciento cincuenta mil pesetas (150.000 ptas.), por cada
una de las infracciones del artículo 60 del Reglamento General
de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas,
aprobado por el Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto,
tipificadas como faltas leves en el artículo 26 de la Ley Orgánica
1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad
Ciudadana, sancionándose conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 28 de dicha Ley Orgánica.

Tercero. Notificada la anterior Resolución, interpuso el
interesado en tiempo y forma recurso ordinario basado en que
no son ciertos los hechos imputados.

FUNDAMENTACION JURIDICA

I

Los hechos denunciados por la Policía Local de Marbella,
precisamente por el carácter de autoridad de ésta, no han
quedado desvirtuados por las alegaciones y declaraciones pre-


